SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA  N°027
RADICACIÓN: 660013187001201900163-01

ACCIONANTE: FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ 
CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO / TRÁMITE QUE DEBE CUMPLIRSE TANTO POR LAS VÍCTIMAS COMO POR LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS – UARIV. 
En el presente caso, la señora Fabiola Trujillo concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr el amparo del derecho fundamental al debido proceso de ella y tres hermanos más, con miras a que por parte de la UARIV se le reconozca y pague la indemnización administrativa por ser víctima del hecho victimizante por el homicidio de su hermano Fabio Trujillo…
… se debe tener en cuenta que para efectos de acceder al beneficio que la actora reclama, se ha previsto un procedimiento que debe ser agotado tanto por ella, como por la entidad encargada de resolver -UARIV-. (…)
… razón le asiste al juez de primer nivel cuando señala que la demora en el estudio de la indemnización administrativa no se compadece con una persona que ha sufrido los embates de la guerra interna del país, lo que refleja además una clara afectación de su derecho fundamental a la igualdad. 

Aunque la UARIV señala que no ha procedido con la evaluación ante la situación que se presenta con el documento de identidad de la víctima directa, se aprecia que esa información se dejó en evidencia solo hasta después de la sentencia de tutela de primera instancia.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de febrero de dos mil veinte (2020)
Acta de Aprobación No 133
Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Jefe de Oficina Asesora Jurídica de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ.

2.- DEMANDA 

La información relatada por la accionante se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) su hermano FABIO TRUJILLO LÓPEZ fue asesinado en junio 7 de 1987 en la vereda “La Pola” de Armenia (Q.); (ii) por esos hechos su señora madre JUANA LÓPEZ ya fue indemnizada, sin embargo, luego de haber sido incluida en el registro de víctimas junto con sus hermanos -RICARDO, ADRIANA MARÍA y LUIS ÁNGEL TRUJILLO LÓPEZ-, la entidad no ha procedido con la indemnización; (iii) ha presentado varios derechos de petición, pero la entidad ha sido evasiva en sus respuestas; y (iv) han transcurrido más de 30 años sin que la UARIV proceda con la indemnización.

Pide la protección del derecho fundamental al debido proceso de sus hermanos y el de ella, como víctimas por el hecho victimizante de homicidio de su hermano FABIO TRUJILLO LÓPEZ; y, en consecuencia, se ordene a la UARIV pagar la indemnización administrativa.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la UARIV. La entidad rindió informe extemporáneamente.
3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en fallo de enero 03 de 2020 y dentro del término constitucional, la a quo profirió sentencia donde tuteló los derechos fundamentales a la igualdad, en conexidad directa con la dignidad humana y mínimo vital de la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ y su grupo familiar, y ordenó a la UARIV que dentro de los seis (6) días siguientes a la notificación de la sentencia, disponga lo necesario para evaluar si la accionante y su grupo familiar son beneficiarios del pago de la indemnización administrativa, y en caso de ser positivo pagarla en un plazo prudencial de 15 días.
4.- IMPUGNACIÓN

El Jefe de Oficina Asesora Jurídica de la UARIV solicita se revoque la sentencia de primer grado, y en su lugar se nieguen las pretensiones de la señora FABIOLA TRUJILLO, a cuyo efecto refiere lo siguiente: (i) como requisito indispensable para que una persona pueda acceder a las medidas previstas en la ley 1448/11, esta debe haber presentado declaración ante el Ministerio Público, y estar incluida en el RUV, requisitos que cumple la accionante; (ii) mediante comunicado radicado 2020720000081, la Unidad de Víctimas le informó a la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ que al verificar información con la Registraduría Nacional del Estado Civil, se encontró una novedad, en el sentido que la cédula del fallecido FABIO TRUJILLO LÓPEZ se encuentra vigente, razón por la cual, no se podrá realizar la respectiva evaluación hasta tanto se subsane la novedad ante la Registraduría Nacional del Estado Civil; (iii) no es procedente fijar una fecha cierta de pago, por cuanto se estaría vulnerando el debido proceso de todas las víctimas que se encuentran bajo la misma situación administrativa; y (iv) de acuerdo con lo anterior, lo que se configura en el presente asunto es un hecho superado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales de la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ y su núcleo familiar. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora FABIOLA TRUJILLO concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr el amparo del derecho fundamental al debido proceso de ella y tres hermanos más, con miras a que por parte de la UARIV se le reconozca y pague la indemnización administrativa por ser víctima del hecho victimizante por el homicidio de su hermano FABIO TRUJILLO, sin que a la fecha se hubiera atendido lo pertinente, pese a las diversas peticiones que ha elevado, lo que en su sentir se ha constituido en barra que la entidad le ha impuesto para evitar que sea merecedora de tal beneficio.

Ya para el caso de la accionante y sus hermanos, se tiene que en efecto se encuentran incluidos en el Registro Único de Víctimas -RUV- por el hecho victimizante de homicidio de su hermano, y se concluye así, porque la misma entidad lo reconoció de esa manera
.

En atención a esa información, se debe tener en cuenta que para efectos de acceder al beneficio que la actora reclama, se ha previsto un procedimiento que debe ser agotado tanto por ella, como por la entidad encargada de resolver -UARIV-. En relación con el tema, la Corte Constitucional en sentencia T-083/17 expuso:

15.3. Con el fin de reglamentar la Ley 1448 de 2011, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 4800 de 2011, a través del cual derogó el Decreto 1290 de 2008 y se estableció el marco jurídico para la reparación integral a las víctimas, mecanismos dentro de los cuales fue prevista la indemnización por vía administrativa.
 
Sobre dicho mecanismo de reparación, el citado decreto (i) otorgó la responsabilidad del programa a la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas – UARIV, (ii) instituyó como criterios orientadores la naturaleza y el impacto del hecho victimizante, el daño causado y el estado de vulnerabilidad actual de la víctima, desde un enfoque diferencial, (iii) creó los montos a entregar a las víctimas dependiendo del hecho que causó la vulneración y (iv) estableció el procedimiento que deberían seguir las víctimas para solicitar el reconocimiento de la indemnización por vía administrativa.

 

Respecto de los montos a pagar, el artículo 149 consignó que por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, se indemnizará al afectado con una suma que, en todo caso, no podrá superar los 17 salarios mínimos mensuales legales vigentes[35].

 

15.3.1. Acerca del procedimiento, se estableció que aquellas personas inscritas en el Registro Único de Víctimas podrán solicitar el reconocimiento de la indemnización administrativa, mediante la suscripción del formulario que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas disponga, sin requerir más documentación, salvo datos de contacto o apertura de una cuenta bancaria o depósito electrónico[36]. Adicionalmente, señala que al momento de formular la solicitud, se activa el Programa de Acompañamiento para la Inversión Adecuada, dirigido al mejor aprovechamiento de dichos recursos[37].

 
15.3.2. Posteriormente, la norma hace referencia a la modalidad de pago de la indemnización, la cual se desembolsará de forma parcial o total, de acuerdo con criterios de vulnerabilidad y priorización. El mismo artículo, en su parágrafo 1, dispone que en aquellos procedimientos de indemnización cuyos destinatarios sean niños y adolescentes, habrá acompañamiento permanente del ICBF, mientras que en los demás casos dicha labor y asesoría le corresponderá al Ministerio Público.
 
15.3.3. Por último, el artículo dispone que a la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas- UARIV le corresponde orientar a los beneficiarios de la indemnización, respecto de la opción de entrega que mejor se adapte a sus necesidades, teniendo en cuenta el grado de vulnerabilidad de la víctima y las alternativas de inversión adecuada de los recursos en los términos del artículo 134 de la Ley 1448 de 2011.
 
De los documentos que aportó la accionante se observa que ya acudió ante la entidad, sin embargo, su solicitud no ha sido resuelta de fondo, y de acuerdo con lo expresado por la parte accionada en la impugnación, la señora FABIOLA TRUJILLO y su núcleo familiar cumplen los presupuestos de la ley 1448/11 para acceder a las medidas previstas en dicha normativa, pero no ha procedido a realizar la respectiva evaluación hasta tanto se subsane la novedad acerca del estado del documento de identificación del fallecido FABIO TRUJILLO LÓPEZ, como quiera que aparece “vigente”.
De lo dicho hasta aquí se pude concluir, que razón le asiste al juez de primer nivel cuando señala que la demora en el estudio de la indemnización administrativa no se compadece con una persona que ha sufrido los embates de la guerra interna del país, lo que refleja además una clara afectación de su derecho fundamental a la igualdad. 
Aunque la UARIV señala que no ha procedido con la evaluación ante la situación que se presenta con el documento de identidad de la víctima directa, se aprecia que esa información se dejó en evidencia solo hasta después de la sentencia de tutela de primera instancia. 

Ahora, la señora FABIOLA TRUJILLO en uno de los derechos de petición que radicó ante la UARIV aportó copia de un certificado de la Registraduría Nacional del Estado Civil del cual se lee: “[…] se encontró el cupo numérico 16.547.357 la cual corresponde al señor (a) TRUJILLO LÓPEZ FABIO, la cual se encuentra cancelada por muerte”; sin embargo, el mismo es de fecha enero 11 de 2012 y por tanto le corresponde a la accionante solicitarle a la Registraduría un documento actualizado y aportarlo como corresponde ante la entidad aquí accionada.
Así las cosas, a efectos de que se culminé el proceso de reconocimiento de indemnización administrativa, la Sala confirmará parcialmente la determinación adoptada por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto se adicionará en el sentido que la UARIV se deberá pronunciar de fondo sobre la solicitud de indemnización tan pronto la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ actualice el certificado de estado de documento de identificación de su hermano fallecido FABIO TRUJILLO LÓPEZ, el cual deberá solicitar a la Registraduría Nacional del Estado Civil. De igual modo, se ordenará a la UARIV que una vez la accionante aporte el referido documento, proceda a evaluar la solicitud y a pronunciarse de fondo mediante un acto administrativo que le permita a la accionante interponer los recursos de ley.  
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), pero se ADICIONA en el sentido que la UARIV se deberá pronunciar de fondo sobre la solicitud de indemnización tan pronto la señora FABIOLA TRUJILLO LÓPEZ actualice el certificado de estado de documento de identificación de su hermano fallecido FABIO TRUJILLO LÓPEZ, el cual deberá solicitar a la Registraduría Nacional del Estado Civil. De igual manera, se ordenará a la UARIV que una vez la accionante aporte el referido documento, proceda a evaluar la solicitud y a pronunciarse de fondo mediante un acto administrativo que le permita a la accionante interponer los recursos de ley. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Ver folio 33.
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